
   

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE NARIÑO 
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TRASLADO RECURSO DE REPOSICIÓN 319 C.G.P 

 
Magistrado: Dr.  EDGAR GUILLERMO CABRERA RAMOS 

 

Rad. No. Clase y partes FECHA DE 
FIJACIÓN 
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OTROS VS GOBERNACIÓN DE 
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22 DE JULIO 

DEL 2020 

 
24 JULIO 2020 

DEL 2020 

 
FIJO el presente TRASLADO por el término de 3 días hábiles, el día de hoy 
VEINTIUNO (21) DE JULIO DE DOS MIL VEINTE (2020), en un lugar visible de la 
secretaria de este Tribunal, término de confirmidad a lo previsto en el art. 110 del 
C.G.P, empieza a correr el VEINTIDOS (22) DE JULIO DE DOS MIL VEINTE (2020), 
a partir de las 7:00 de la mañana. Se DESFIJA el presente traslado, el 
VEINTICUATRO (24) DE JULIO DE DOS MIL VEINTE (2020), a las 4:00 de la tarde. 

 

VER RECURSOS A CONTINUACIÓN  
  

 

 

 

 
 
 
 
 
 
 
 

 

 
 



RECURSO DEREPOSICIÓN frente al artículo primero del auto de fecha trece 

(13) de julio de dos mil veinte (2020) 
 

Parte del contenido de este mensaje se ha bloqueado porque el remitente no está en la lista de remitentes seguros. Confío en el 

contenido de jamiltonburgos@narino.gov.co. | Mostrar contenido bloqueado 

 
El remitente del mensaje ha solicitado confirmación de lectura. Para enviar una confirmación, haga clic aquí. 

J 
JAMILTON ARVEY BURGOS SANCHEZ <jamiltonburgos@narino.gov.co> 
Vie 17/07/2020 3:37 PM 

 

 

 

 

 
Para: 

 Despacho 01 Tribunal Administrativo - Nariño - Pasto 

y 5 más 

CC: 

  ANA MARIA GONZALEZ BERNAL <anamariagonzalez@narino.gov.co> 

2020-795 NS Galeras Pedro Chicaiza Reposicion.pdf 
656 KB 

2020 – 00795 poder NS Pedro Chicaiza y otros.pdf 
272 KB 

Anexo CREDENCIAL GOBERNADOR DE NARIÑO.pdf 
284 KB 

Anexo ACTA DE POSESION 018-01012020 GOBERNADOR.pdf 
390 KB 

Anexos JEFE OFICINA JURIDICA.pdf 
1 MB 

5 archivos adjuntos (3 MB)Descargar todoGuardar todo en OneDrive - Consejo Superior de la Judicatura 

San Juan de Pasto, julio 17 de 2020. 

   

Honorables Magistrados: 
Tribunal Administrativo de Nariño 

Magistrado Sustanciador: 
Dr. Edgar Guillermo Cabrera Ramos 

E.                    S.                    D. 

  
Ref.:            

MEDIO DE CONTROL:      NULIDAD SIMPLE 
RADICACIÓN:                 52001233300020200079500 

DEMANDANTES:              PEDRO LINO CHICAIZA- EDGAR TORRES PALMA 
                                     Y HAROLD CHAVES C. 

DEMANDADO:                 GOBERNACIÓN DE NARIÑO 

ACTUACIÓN:                   RECURSO DE REPOSICIÓN 

       
Cordial Saludo, de forma atenta,  en archivo adjunto me permito remitir RECURSO DE 
REPOSICIÓN frente al artículo primero del auto de fecha trece (13) de julio de dos mil 
veinte (2020), notificado el día 14 julio 2020, por medio del cual se ordenó Admitir la 
demanda al de la referencia. Sin otro particular, me suscribo de usted. 

javascript:void(0);
javascript:void(0);
javascript:void(0);
javascript:void(0);


Atentamente,  

 

 

Jamilton Arvey Burgos Sánchez 

Profesional Universitario. 
Oficina Asesora Jurídica 

Gobernación de Nariño. 
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San Juan de Pasto, 17 de julio de 2020 
 
 
Honorables Magistrados: 
Tribunal Administrativo de Nariño 
Magistrado Sustanciador:  
Dr. Edgar Guillermo Cabrera Ramos 
E.  S.  D. 
  
Ref.:             
MEDIO DE CONTROL:  NULIDAD SIMPLE 
RADICACIÓN:   52001233300020200079500 
DEMANDANTES:   PEDRO LINO CHICAIZA- EDGAR TORRES PALMA 
    Y HAROLD CHAVES C. 
DEMANDADO:   GOBERNACIÓN DE NARIÑO 
ACTUACIÓN:  RECURSO DE REPOSICIÓN 
 
JAMILTON ARVEY BURGOS SÁNCHEZ, mayor de edad, identificado con cédula 
de ciudadanía número 98.385.779 de Pasto, profesional del derecho portador de la 
Tarjeta Profesional No.139.757 del C. S. de la J. actuando en nombre del 
DEPARTAMENTO DE NARIÑO, en ejercicio del poder que me ha sido conferido, 
me permito presentar dentro del término de ley RECURSO DE REPOSICIÓN frente 
al artículo primero del auto de fecha trece (13) de julio de dos mil veinte (2020), 
notificado el día 14 julio 2020, por medio del cual se ordenó Admitir la demanda al 
de la referencia, 
 

Acto administrativo de simple trámite. 
 

El Decreto Departamental N.º 160 de fecha 10 de abril de 2018 se expide en 
cumplimiento de una orden judicial; el auto del 5 de abril de 2018, en el cual se 
profiere decisión de fondo dentro de los incidentes de desacato acumulados de la 
sentencia de Tutela T- 269 de 2015 incoada por Libia Castellanos Forero, Alirio 
Jimenez Bolaños y Armando Garrote Becerra, orden emitida por el señor Juez 
Promiscuo Municipal de la Florida. 
 
En el artículo séptimo de la sentencia T-269 del 12 de mayo de 2015, la sala sexta 
de Revisión de la Corte Constitucional, con ponencia del Magistrado JORGE IVAN 
PALACIO PALACIO, ordeno; “ORDENAR a la Unidad Nacional para la Gestión 
del Riesgo de Desastres, en conjunto con las autoridades departamentales y 
municipales responsables dentro del marco de sus competencias, elaborar un 
Plan integral de Gestión del Riesgo del Volcán Galeras, dentro de los dos (2) 
meses siguientes a la publicación del informe técnico del Servicio Geológico 
Colombiano referido en el numeral anterior, dentro de un escenario jurídico de 
desastre, con los insumos provenientes de los comités nacionales de gestión del 
riesgo y de los consejos territoriales correspondientes, así como con la participación 
ciudadana, con el objetivo fundamental de lograr el reasentamiento definitivo de las 
familias y diferentes grupos humanos situados en la zona de influencia del Volcán 
Galeras, y proteger su vidas y bienes. Este plan deberá fijar las autoridades 
responsables, la apropiación presupuestal suficiente, criterios de priorización y no 
podrá tener una vigencia de ejecución mayor a un año para su cumplimiento.” 
(Negrillas fuera del texto). 
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El Juez Promiscuo Municipal de la Florida-Nariño mediante auto del 5 de abril de 
2018, profirió decisión de fondo dentro de los incidentes de desacato acumulados 
de la sentencia T-269 de 2015 propuestos por Libia Castellanos Forero Alirio 
Jiménez Bolaños y Arnaldo Garrote Becerra, y resolvió: "... TERCERO: En 
consecuencia, el señor CAMILO ERNESTO ROMERO GALEANO, deberá 
proceder a dar CUMPLIMIENTO INMEDIATO a la orden séptima proferida en 
sentencia de tutela previamente referida, en lo que respecta a la adopción 
formal, mediante acto administrativo del Plan Integral de Gestión del Riesgo 
del Volcán Galeras, en los términos ordenados por la Honorable Corte 
Constitucional y conforme a lo expuesto en la parte motiva de esta providencia...” 
(Negrillas fuera del texto). 
 
La jurisprudencia del Consejo De Estado respecto a la imposibilidad de ejercer 
control judicial sobre actos de trámite, dispone: “La jurisprudencia de esta 
Corporación1 ha sostenido de manera consistente y reiterada la imposibilidad de 
ejercer control judicial sobre los actos que se profieren en el curso de la 
actuación administrativa, esto es, los de trámite o los que ejecutan una 
decisión judicial, en los siguientes términos: “(…) Esta Corporación en relación 
con el enjuiciamiento de los actos que se expiden para darle cumplimiento a una 
decisión u orden judicial ha sido uniforme en señalar que tales actos no son pasibles 
de los recursos en la vía gubernativa ni de acciones judiciales, a menos que creen 
situaciones jurídicas nuevas o distintas, que no es del caso. Es decir que lo que 
pretende el apoderado de la parte actora, como lo argumenta en el recurso de 
apelación, es hacer cumplir el fallo del Consejo de Estado; empero la acción de 
nulidad y restablecimiento del derecho no es la idónea para este propósito, 
como tampoco para perseguir el cumplimiento o ejecución de las sentencias, 
ni examinar la legalidad de los actos relacionados con dicha ejecución, los 
cuales constituyen actos de ejecución. De modo que en lo atinente a esa petición 
los actos acusados no son susceptibles de ser examinados por esta Jurisdicción, 
toda vez que de llegarse a declarar su nulidad, se estaría ante la repetición de lo 
que ya fue ordenado en la sentencia. (…).”.2 (Negrillas fuera del texto). 
 
La jurisprudencia el Consejo de Estado, respecto a los actos de ejecución establece: 
“Así mismo, se exceptúan de control jurisdiccional los actos de ejecución de una 
decisión administrativa o jurisdiccional, toda vez que a través de ellos tampoco se 
decide definitivamente una actuación, pues sólo son expedidos en orden a 
materializar o ejecutar esas decisiones. 
 
A este respecto es importante recordar, con apoyo en la doctrina, que el acto 
administrativo es entendido como toda declaración de voluntad, juicio, cognición o 
deseo que se profiere de manera unilateral, en ejercicio de la función administrativa, 
y que produce efectos jurídicos sobre un asunto determinado. Este acto jurídico de 
la Administración que decide el fondo de una cuestión se repite, es la que les objeto 
de control de legalidad por parte del juez de lo contencioso administrativo. 
 
El acto de ejecución, por el contrario, aunque es unilateral también y proferido en 
desarrollo de dicha función, no crea, modifica o extingue situación jurídica alguna, 
pues el efecto jurídico lo produce el acto administrativo objeto de la ejecución, de 

 
1 Sentencia de 27 de agosto de 2009, Rad. 2202-2004. M.P. Bertha Lucía Ramíres de Páez. 
2 Consejo De Estado Sala De Lo Contencioso Administrativo Seccion Segunda Subseccion “B” consejero 
ponente: Gerardo Arenas Monsalve Bogotá D.C., catorce (14) de noviembre de dos mil trece (2013). 
Radicación número: 05001-23-31-000-2003-00490-01(2277-12). 
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ahí que no sea pasible de control ante el juez. El acto de ejecución, en síntesis, 
plasma en el mundo material o jurídico, según sea el caso, el contenido del acto 
administrativo, dándole efectividad real y cierta.”3  (Negrillas fuera del texto). 
 
Por lo anteriormente expuesto solicito se REVOQUE el artículo primero del auto de 
artículo primero del auto de fecha trece (13) de julio de dos mil veinte (2020), 
notificado el día 15 julio 2020, por medio del cual se ordenó Admitir la demanda al 
de la referencia 
 

1. Anexos 
 
Anexo los siguientes documentos: 
 
Como archivos electrónicos, adjuntos al presente, se envían: 
 
1. Memorial Poder especial a nombre del suscrito. 

  
2. Copia del decreto de nombramiento de la jefe de la Oficina Asesora Jurídica de 

la Gobernación de Nariño. 
 

3. Copia del acta de posesión de la jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la 
Gobernación de Nariño. 
 

4. Copia del Decreto No. 030 de enero 9 de 2020 emitido por el Gobernador de 
Nariño, por el cual se delega una función. 
 

5. Copia de la credencial de elección del Gobernador del Departamento de Nariño, 
doctor JHON ROJAS CABRERA.  
 

6. Copia del acta de posesión del doctor JHON ROJAS CABRERA, como 
Gobernador del Departamento de Nariño. 

 
VIII. NOTIFICACIONES 
 
Las recibiré en el correo electrónico jamiltonburgos@narino.gov.co 
Celular No 3007341190 
 
Atentamente, 
 

 
Jamilton Arvey Burgos Sánchez 
C.C. No. 98.385.779 De Pasto. 
T.P. No.139.757 del C.S.J. 

 
3 Consejo De Estado Sala De Lo Contencioso Administrativo Sección Primera. Bogotá, D.C., catorce (14) de 
agosto de dos mil catorce (2014). Consejero Ponente: Guillermo Vargas Ayala Radicación núm.: 25000 2324 
000 2006 00988 01. 



 

 

 

 

San Juan de Pasto, 16 de julio de 2020 

 

 

Honorables Magistrados: 

Tribunal Administrativo de Nariño 

Magistrado Sustanciador:  

Dr. Edgar Guillermo Cabrera Ramos 

E.  S.  D. 

  

Ref.:             

MEDIO DE CONTROL:  NULIDAD SIMPLE 

RADICACIÓN:  52001233300020200079500 

DEMANDANTES:  PEDRO LINO CHICAIZA- EDGAR TORRES PALMA 

 Y HAROLD CHAVES C. 

DEMANDADO:  GOBERNACIÓN DE NARIÑO 

 

ANA MARIA GONZALEZ BERNAL, mayor  de edad, y vecina de la ciudad de Pasto, 

identificada con cédula de ciudadanía No 59.815.584, en mi condición de Jefe 

de la Oficina Jurídica del Departamento de Nariño, y actuando como 

representante legal delegado del ente territorial para asuntos judiciales, de 

conformidad con lo dispuesto en el Decreto No. 030 de 9 de enero de 2020 

expedido por el Señor Gobernador del Departamento, mediante el presente 

escrito, respetuosamente manifiesto que confiero poder especial, amplio y 

suficiente al Doctor JAMILTON ARVEY BURGOS SÁNCHEZ, mayor de edad, 

identificado con cédula de ciudadanía número 98.385.779 de Pasto, profesional 

del derecho portador de la Tarjeta Profesional No.139.757 del Consejo Superior de 

la Judicatura, para que ejerza la Representación Judicial del Departamento de 

Nariño, dentro del proceso de la referencia. 

  

El apoderado cuenta con todas las facultades legalmente otorgadas, entre otras 

las de conciliar, transar, recurrir, desistir, renunciar, sustituir y reasumir el poder y las 

necesarias para la plena defensa de los derechos e intereses del Departamento 

de Nariño. 

  

Ruego tener al Doctor JAMILTON ARVEY BURGOS SÁNCHEZ, como apoderado en 

los términos y para los efectos del presente poder y reconocerle personería para 

actuar.  

  

La dirección de correo electrónico para notificaciones y demás actuaciones 

necesarias para el curso del proceso es: jamiltonburgos@narino.gov.co  y 

jurídica@narino.gov.co  

 

Cordialmente, 

   

 
 

ANA MARIA GONZALEZ BERNAL 

Jefe de la Oficina Asesora Jurídica 

GOBERNACION DE NARIÑO       Acepto: 

       

JAMILTON ARVEY BURGOS SÁNCHEZ 

C. C No. 98.385.779 de Pasto 

 T. P No. 139.757 C. S de la J. 

Oficina Jurídica Gobernación 

mailto:jamiltonburgos@narino.gov.co
mailto:jurídica@narino.gov.co
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OAJ–RO–0746–2020 

 

 

 

Doctor 

H.M. EDGAR GUILLERMO CABRERA RAMOS  

Tribunal Administrativo de Nariño 

Sala Unitaria de Decisión 

Palacio de Justicia 

Bloque B Piso 3 Of. 305 

Calle 19 No 23 00  

Pasto - Nariño   

 

des01tanarino@cendoj.ramajudicial.gov.co 

                                                                                                                                                                                                                                                                                                     

Referencia:            Recurso de Reposición contra el Auto de Admisión   

  

Medio de Control:    Nulidad Simple  

Accionante:            Pedro Lino Chicaiza y Otros  

Accionada:    Unidad Nacional para la Gestión del Riesgo de Desastres y otros 

Radicado:     2020-00795 

 

 

MARIA AMALIA FERNÁNDEZ VELASCO, mayor de edad, residente en la ciudad de 

Bogotá, identificada con cédula de ciudadanía número 38.562.691 expedida en Cali, 

abogada con tarjeta profesional número 152.486 del C.S. de la J., Jefe de la Oficina 

Asesora Jurídica de la Unidad Nacional para la Gestión del Riesgo de Desastres 

(UNGRD), nombrada mediante Resolución N° 0242 de marzo 11 de 2019 y posesionada 

mediante acta N° 252 de la misma fecha, actuando conforme a la función establecida en 

el numeral 3º del artículo 12 del Decreto Ley 4147 de 2011 (modificado por el Decreto 

Ley 2672 de 2013), ante el medio de control de la referencia, notificada a ésta entidad 

pública el 14 de Julio de 2020, con radicado 2020ER06428, encontrándonos dentro del 

término contemplado en el artículo 242 de la Ley 1437 de 2011 – CPACA - y 318 de la 

Ley 1564 de 2012 – CGP- ,  procedo a interponer recurso de reposición contra el Auto de 

admisión, en los siguientes términos: 
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I. CUESTION PREVIA 

 

Mediante Sentencia T-269 de 2015 la Honorable Corte Constitucional ordenó en el 

numeral segundo:  

 

“… INAPLICAR POR INCONSTITUCIONAL el artículo 92 de la Ley 1523 de 2012 para el caso 

específico del Volcán Galeras. En este sentido, revivir la declaratoria de desastre 

sobre la zona de influencia del Volcán y habilitar los mecanismos jurídicos especiales de atención, 

coordinación y asignación presupuestaria que contempla la Ley 1523 de 2012…” (Subrayado fuera 

de texto) 

 

Y en el numeral séptimo de la providencia antes citada ordenó que:  

 

“… La Unidad Nacional para la Gestión del Riesgo de Desastres, en conjunto con las autoridades 

departamentales y municipales responsables dentro del marco de sus competencias, elaborar un 

Plan integral de Gestión del Riesgo del Volcán Galeras, dentro de los dos (2) meses siguientes a 

la publicación del informe técnico del Servicio Geológico Colombiano referido en el numeral 

anterior, dentro de un escenario jurídico de desastre, con los insumos provenientes de los comités 

nacionales de gestión del riesgo y de los consejos territoriales correspondientes, así como con la 

participación ciudadana, con el objetivo fundamental de lograr el reasentamiento definitivo de las 

familias y diferentes grupos humanos situados en la zona de influencia del Volcán Galeras, y 

proteger sus vidas y bienes. Este plan deberá fijar las autoridades responsables, la apropiación 

presupuestal suficiente, criterios de priorización y no podrá tener una vigencia de ejecución mayor 

a un año para su cumplimiento...” (Negrilla y subrayado fuera de texto) 

 

 

1.1 DEL CUMPLIMIENTO DE LA SENTENCIA T 269 DE 2015 POR PARTE DE 

LA UNGRD   

 

Atendiendo las directrices de la Honorable Corte Constitucional, la UNGRD elaboró el 

Plan Integral de Gestión del Riesgo del Volcán Galeras, con base en los insumos 

propuestos por los municipios de Pasto, Nariño y Florida y compilados por la Gobernación 

de Nariño, para ser implementado por las autoridades locales con el liderazgo del 

Departamento, quien lo adoptó mediante el Decreto 160 del 10 de abril de 2018 - Acto 

Administrativo Demandado -.  

 

De esta forma, la UNGRD, atendió la orden impartida en el fallo judicial, como un 

mecanismo de salvaguarda de los derechos fundamentales de los pobladores del área 
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de la Zona de Amenaza del Volcán Galeras, especialmente para garantizar la defensa de 

su vida y sus bienes, sin entrar en distinciones adicionales respecto de los grupos 

poblacionales que habitan la ZAVA. 

 

Igualmente la disposición del máximo tribunal constitucional, no alude al desarrollo de la 

Consulta Previa, lo cual es razonable, toda vez que el objetivo de la Corte Constitucional 

fue establecer el mecanismo idóneo para la salvaguarda del bien jurídico superior que es 

la vida de los pobladores del área de la Zona de Amenaza Volcánica y de sus bienes, sin 

hacer distinciones de edad, género o etnias, dado que la vulnerabilidad generada por la 

exposición frente a la existencia del volcán, resulta igual para todos. 

 

Aunado a ello, el Plan Integral de Gestión del Riesgo de Desastres del Volcán Galeras 

fue adoptado por decreto por la Gobernación de Nariño, porque así lo dispone el artículo 

61 de la Ley 1523 de 2012. Veamos: 

 

“… Artículo 61. Plan de acción específico para la recuperación. Declarada una situación 

de desastre o calamidad pública y activadas las estrategias para la respuesta, la Unidad 

Nacional para la Gestión del Riesgo de Desastres, en lo nacional, las 

gobernaciones, y alcaldías en lo territorial, elaborarán planes de 

acción específicos para la rehabilitación y reconstrucción de las 

áreas afectadas, que será de obligatorio cumplimiento por todas las entidades 

públicas o privadas que deban contribuir a su ejecución, en los términos señalados en la 

declaratoria y sus modificaciones. 

 

Cuando se trate de situación de calamidad pública departamental, distrital o municipal, el 

plan de acción específico será elaborado y coordinado en su ejecución por el consejo 

departamental, distrital, municipal respectivo, de acuerdo con las orientaciones 

establecidas en la declaratoria o en los actos que la modifiquen. 

Parágrafo 1°. El plan de acción específico, en relación con la rehabilitación y la 

reconstrucción, deberá integrar las acciones requeridas para asegurar que no se reactive 

el riesgo de desastre preexistente en armonía con el concepto de seguridad territorial. 

Parágrafo 2°. El seguimiento y evaluación del plan estará a cargo de la Unidad Nacional 

para la Gestión del Riesgo de Desastres cuando se derive de una declaratoria de desastre. 

Por las oficinas de planeación o entidad o dependencia que haga sus veces, dentro del 

respectivo ente territorial, cuando se trate de declaratoria de calamidad pública; los 

resultados de este seguimiento y evaluación serán remitidos a la Unidad Nacional para la 

Gestión del Riesgo de Desastres….” 
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Los accionantes, confunden la declaratoria de desastre natural con la adopción del Plan 

de acción, es claro que la declaratoria de desastre natural, fue revivida por la Honorable 

Corte Constitucional mediante la Sentencia T 269 de 2015, no por el Gobernador de 

Nariño. 

 

De todo lo anterior, ha tenido conocimiento el Juez Promiscuo Municipal de la Florida, 

quien es el encargado de hacer seguimiento al cumplimiento de la Sentencia T 269 de 

2015. 

 

   1.2   DEL CASO PARTICULAR Y CONCRETO    

 

 

Aclarado lo anterior, para el caso particular y concreto, se itera que, todas las actuaciones 

desplegadas por esta Unidad junto con la Gobernación de Nariño y  los municipios de 

influencia del volcán, entre ellas la adopción del Plan Integral de Gestión del Riesgo de 

Desastres del Volcán Galeras, han sido con el propósito fundamental  de cumplir con la 

sentencia mencionada y lograr el objetivo de la misma como es el reasentamiento de 

los habitantes de la ZAVA del Volcán Galeras, pues se trata de la protección de un 

bien superior como es la vida, el cual como se señaló en la sentencia T – 269 de 2015, 

es el bien superior que desde el Gobierno Nacional  a través de la Unidad, se debe 

garantizar.  

 

 

1.3      IMPROCEDENCIA DEL MEDIO DE CONTROL  

 

Teniendo en cuenta que lo pretendido por los accionantes es que se declare la nulidad 

de un acto administrativo que hace parte del cumplimiento de la sentencia T-269 de 2015, 

proferida por la Honorable Corte Constitucional, se torna improcedente el trámite del 

presente medio de control, toda vez que el seguimiento y verificación del cumplimiento 

del fallo, corresponde al mismo organismo de cierre constitucional, quien, para el caso 

particular y concreto, delegó al Juzgado Promiscuo de la Florida - Nariño, esta función. 

 

La Honorable Corte Constitucional mediante Auto 017 de 2013 consideró:  

 

“… 1. Según lo dispone el Decreto 2591 de 1991, ante el incumplimiento de una orden emitida en un 

fallo de tutela, el beneficiario puede solicitar, de manera simultánea o sucesiva, su cumplimiento por 

medio del denominado trámite de cumplimiento, y/o sancionar a la autoridad incumplida a través 

del incidente de desacato. 
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2. La posibilidad de exigir el cumplimiento del fallo de tutela se encuentra prevista en los artículos 23 y 

27 del Decreto 2591 de 1991. El fundamento constitucional de este trámite, radica en la obligación 

estatal de garantizar al sujeto afectado, que el fallo por medio del cual se concede la tutela le va a 

satisfacer el goce pleno de sus derechos. En términos de esta Corporación la obligación principal del 

juez constitucional consiste en hacer cumplir la orden de tutela, pues hace parte de la garantía de 

amparo de los derechos fundamentales vulnerados y constituye el fin de la actividad estatal (artículo 

2° C.P.). 

  

3. Por regla general, el competente para conocer del trámite de cumplimiento es el juez de primera 

instancia, por ser “el encargado de hacer cumplir la orden impartida, así provenga de fallo de segunda 

instancia o de revisión, ya que mantiene la competencia hasta tanto no se cumpla la orden a 

cabalidad”. Al respecto, esta Corporación en auto A-136A de 2002 determinó que la competencia del 

juez de primera instancia se fundamenta en una interpretación sistemática del Decreto 2591 de 1991, 

expuesta de la siguiente manera: 

  

“a). En primer lugar, el artículo 27 señalado se encuentra ubicado dentro del conjunto de los 

artículos del Decreto 2591 de 1991 que regulan el trámite de la acción de tutela en la 

primera instancia (artículos 15 al 30).  

  

En este artículo fueron establecidos los llamados poderes disciplinarios del juez de tutela, en 

razón del deber constitucional que le asiste al funcionario de primera instancia de garantizar el 

cumplimiento de los fallos de tutela. 

  

(…) 

  

Igualmente, en el artículo 27, se autoriza al juez para sancionar por desacato tanto al demandado 

declarado responsable que haya incumplido la orden de tutela, como a su superior. Este poder 

disciplinario se prolonga hasta que se efectúe el cumplimiento de la sentencia.  

  

De otra parte, el inciso cuarto del mismo artículo, dice: "En todo caso, el juez establecerá los 

demás efectos del fallo para el caso concreto y mantendrá la competencia hasta que esté 

completamente restablecido el derecho o eliminadas las causas de la amenaza."  

  

b). En segundo lugar, el artículo 36 del Decreto 2591 de 1991 ordena a la Corte Constitucional 

que, después de surtir el trámite de revisión, remita los expedientes y las sentencias proferidas 

a los jueces competentes de primera instancia, a fin de que estos realicen la notificación de la 

sentencia y la adopción de las medidas necesarias para adecuar el fallo a lo decidido por aquella.  

  

En este orden de ideas, según el artículo 36, será siempre el juez de tutela de primera instancia 

el encargado de adecuar el fallo de revisión proferido por la Corte Constitucional, aun cuando en 

la oportunidad de instancia aquel no haya concedido la tutela” (Resaltado fuera del texto). 

 

Por lo anterior, si el actor considera que existe algún incumplimiento por parte de la 
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UNGRD, de la sentencia T-269 de 2015, el trámite que debe adelantarse, es aquel 

contemplado en los artículos 23 y 27 del decreto 2591 de 1991.  

 

2 PETICIÓN 

 

3.1 Por lo anteriormente expuesto, respetuosamente solicitamos se declare la 

improcedencia del presente medio de control. 

 

3.2 Como consecuencia de lo anterior se exhorte a los accionantes, a impetrar, si a bien 

lo tienen, la acción de cumplimiento de tutela, establecida en los artículos 23 y 27 del 

decreto 2592 de 1991, y ante el juez competente, que para el caso particular y concreto 

de la sentencia T-269 de 2015, es el Juez Promiscuo de la Florida – Nariño. 

 

 

3 PRUEBAS 

 

• Sentencia T-269 de 2015 

 

4 ANEXOS 

 

• Copia acto de nombramiento, con el cual demuestro la competencia para dar esta 

respuesta. 

5 NOTIFICACIONES 

 

Recibiremos  notificaciones  en  la  calle 26 No. 92 – 32 Edificio Gold 4 Piso 2 de la ciudad 

de Bogotá D.C. o en el correo electrónico establecido para recibir notificaciones judiciales 

conforme a lo establecido en la Ley 1437 de 2011 denominado 

notificacionesjudiciales@gestiondelriesgo.gov.co 

 

Del Honorable Magistrado, respetuosamente, 

 

 

 

 

MARIA AMALIA FERNANDEZ VELASCO 

Jefe Oficina Asesora Jurídica  
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República•  de Colombia. 

Libertad y Orden 

Unidad Nacional para la Gestión de Riesgos de Desastres 

0 2 4 2  Resolución No° 

( r1 1 MAR 2019 	) 
"Por medio de la cual se hace un nombramiento a MARIA AMALIA FERNANDEZ VELASCO" 

EL DIRECTOR GENERAL DE LA UNIDAD NACIONAL PARA LA GESTIÓN DEL RIESGO DE 
DESASTRES, 

En ejercicio de sus facultades legales, en especial las conferidas por el Decreto 4147 de 2011, 
Decreto 1081 de 2015, Decreto 648 de 2017 y 

CONSIDERANDO: 

Que mediante Decreto 4148 del 3 de noviembre de 2011, el Gobierno Nacional establece la 
planta global de•  personal administrativo de la Unidad Nacional para la Gestión del Riesgo de 
Desastres. 

Que de conformidad con el artículo 11 numeral 13 del Decreto 4147 de 3 de noviembre de 2011, 
el Director General de la Unidad Nacional tiene la función de "Nombrar el personal de la Unidad 
Nacional para la Gestión del Riesgo de. Desastres, de acuerdo con las disposiciones legales, 
estatutarias y reglamentarias pertinentes, y ejercer las funciones relacionadas con la 
administración de personal". 

Que el Articulo 23 de la Ley 909 de 2014 establece que "los empleados de libre nombramiento y 
remoción serán provistos por nombramiento ordinario, previo cumplimiento de los requisitos para 
el desempeño del empleo". 

Que el Artículo 2.2.5.1.1, del Decreto 648 de 2017, establece que: (...) "Corresponde a los 
ministros, directores de departamentos administrativos, presidentes, directores o gerentes de las 
entidades del sector central y descentralizado de la Rama Ejecutiva del orden nacional, nombrar 
al personal de su entidad u organismo, salvo aquellos nombramientos cuya provisión esté 
atribuida a otra autoridad por la Constitución o la ley". 

Que el parágrafo del Articulo 2.2.5.1.3 del Decreto 648 de 2017 establece: "En la provisión de los 
empleos de libre nombramiento y remoción de la Rama Ejecutiva del orden nacional y de los 
niveles diferentes al técnico y al asistencial, sin perjuicio de la discrecionalidad propia de la 
naturaleza del empleo, se tendrán en cuenta el procedimiento establecido en el Capítulo 2 del 
Titulo 13 de la Parte 2 del Libro 2 del Decreto 1083 de 2015". 

Que el Artículo 2.2.5.3.1, del Decreto 648 de 2017 establece: "Provisión de las vacancias 
definitivas. Las vacantes definitivas en empleos de libre nombramiento y remoción serán 
provistas mediante nombramiento ordinario o mediante encargo, previo cumplimiento de los 
requisitos exigidos para el desempeño del cargo (...)." 

Que de acuerdo con la identificación de la vacante, el cargo de Jefe de Oficina Asesora Jurídica, 
Código 1045, Grado 14 de' la planta global de la UNGRD, debe ser provisto durante la presente 
vigencia. 

Que una vez analizada la hoja de vida de MARIA AMALIA FERNANDEZ VELASCO, identificada 
con cédula de ciudadanía No.38.562.691 expedida en Cali, se evidencia que reúne los requisitos 
y el perfil requerido para ser nombrado en el cargo de Jefe, de Oficina Asesora Jurídica Código 
1045, Grado 14 de la planta global de la UNGRD. 



UARDO JOSE GON 
Director Ge 

Elaboró: Mariana Urrego Y/ Abogada Talento Human 
Reviso: Karen Villarreal Camacho/ Coordinadora GTH 
Aprobó: Gerardo Jaramillo Montenegro/Secretario Gen 
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Continuación de la Resolución "Por medio de la cual se hace un nombramiento a MARIA 
AMALIA FERNANDEZ VELASCO" 

Que en mérito de los expuesto anteriormente, 

RESUELVE: 

ARTÍCULO PRIMERO: Nombrar a MARIA AMALIA FERNANDEZ VELASCO, identificada con 
cédula de ciudadanía No.38.562.691 expedida en Cali en el cargo de Jefe de Oficina Asesora 
Jurídica Código 1045, Grado 14 de la planta global de la UNGRD, a partir del 11 de marzo de 
2019, con una asignación básica mensual de SIETE MILLONES OCHOCIENTOS DIECISIETE 
MIL CUATROCIENTOS DIECINUEVE PESOS M/CTE ($ 7.817.419) M/Cte. 

ARTÍCULO SEGUNDO: Notifíquese el contenido de la presente resolución a la señora MARIA 
AMALIA FERNANDEZ VELASCO. 

ARTÍCULO TERCERO: Remítase copia de la presente resolución a la historia laboral de la 
funcionaria. 

ARTÍCULO CUARTO: La presente Resolución rige a partir de su expedición. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

Dada. en Bogotá, .D.C., a los r1 1 MAR ang, 



 

 



Republica de Colorable 

UNIDAD NACIONAL PARA LA GESTION DEL RIESGO DE DESASTRES 

RESOLUCION NUMERO 1056 
26 de Agosto de 2015 

"Por la cual se hate una delegaciones al Jefe de la Oficina Asesora Jurldica". 

EL DIRECTOR GENERAL DE LA UNLOAD NACIONAL PARA LA GESTION DEL RIESGO DE DESASTRES 
•UNGRD • 

En ejercicio de sus facultades yen especial de las conferidas por la Conslituclan Politica, la Ley 489 de 1998 
y los articulos 4 y 11 del Decreto Ley 4147 de 2011 y demos normas concordantes y 

C ONSIDERANDO: 

Que en virtud del Decreto Ley 4147 de 2011, "por el cual se crea la Unidad Nacional pare la Gest& del 
Riesgo de Desastres, se establece su objetivo y estructura', reformada por el Decreto 2672 de 2013 el 
cual dispone en su articulo 3 que son (unciones de la oficina Asesora Juridica y en su numeral "3 
Representar jud ;clef y extrajudicialmente a la Entidad en los procesos y actuaciones quo se instauren en 
su contra o que esta debe promover, mediante poder o detegaciOn, y supervisor el tramite de los mismos" 
y en su numeral 4 'coordinar y tramitar los recursos, revocatorlas direct as y en general las actuaciones 
Juridicas relacionadas con la Unidad". 

Que en atenciOn con el articulo 209 de la Constitution Politica y la Ley 489 de 1998 articulo 9, la delegation 
es un principle de que dinarniza el buen gobierno y el logro de los fines esenciales del Estado. 

Que el articulo 98 de la Ley 1437 de 2011 setiala que 'Las entidades pOblicas definidas en el paragrafe del 
articulo 104 deberan recaudar las obligaclones creadas en su favor, que consten en documentos que 
presten merit° ejecutivo de conformidad con este COdigo. Para tal efecto, estan revestldas de la prerrogativa 
de cobro coactivo o pod* acudir ante los jueces competentes'. 

Que es necesario dar aplicacien a los principles de economla, celeridad y dente, para hacer mas agil la 
actuation de la Unidad Nacional para la GestiOn del Riesgo de Desastres ante las instancias 
judiciales y ad minist rativas, asi como en el cobra de los credites exigibles a favor de la entidad. 

RESUELVE: 

Articulo Primer°, Delegar en el Jefe de la Oficina Asesora Jurldica de la UNGRD, COI:lige 1045, Grade 
14, de la planta global, la representation en los tramites extraludiciales, judiciales y en las actuaciones 
admlnistrativas en que deba actuar la Unidad Nacional para la Gestien del Riesgo de Oesastres en defense 
de los intereses de la Entidad. 

Paragrafo, La presente delegacien incluye la facultad para otorgar poderes cuando sea necesario, 
para el ejercicio de la representation de la UNGRD en procesos extrajudlciales, judlciales y en las 
actuaciones adminIstralivas en que deba intervenlr la Entldad, 

Articulo Segundo. Oelegar en el Jefe de la Oficina Asesora Juridica, Cedigo 1045 Grado 14 de la planta 
global, el ejercicio de la Jurisdiction Coactiva pare hacer efectivo los cradltos exigibles a favor de la UNGRD. 



Articulo Tercero. La presente resolucidn rige a partir de su fecha de expedicion y deroga la Resoluc.Or 
079 de 2012, asi como tambien los actos administralivos que le sean contrarios. 

COMUNIQUESE Y CUMPLASE 

Y1 	7 
CARLOS IVAN MARQUEZ PEREZ 

DIRECTOR GENERAL 

Proyecta Carlos ligrez Pastrana Prot Elpeoallia60 OAJ. 
Elems0 Jaye Mane Bunch Nig uva Js. Mona Amore Jutail  
*probe Canoe iran Marovez Perez Wetter General 





RECURSO DE REPOSICIÓN CONTRA EL AUTO DE ADMISIÓN MEDIO DE 

CONTROL DE NULIDAD SIMPLE - PEDRO LINO CHICAIZA Y OTROS 
 

Parte del contenido de este mensaje se ha bloqueado porque el remitente no está en la lista de remitentes seguros. Confío en el 

contenido de juridica@gestiondelriesgo.gov.co. | Mostrar contenido bloqueado 

JJ 
Juridica Juridica <juridica@gestiondelriesgo.gov.co> 
Vie 17/07/2020 5:41 PM 
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 Despacho 01 Tribunal Administrativo - Nariño - Pasto 

y 6 más 

OAJ–RO–0746–2020.pdf 
329 KB 

0242 11 03 2019 AMALIA FERNANDEZ.pdf 
44 KB 
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124 KB 
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ACTA DE POSESION 252_1.PDF 
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5 archivos adjuntos (796 KB)Descargar todoGuardar todo en OneDrive - Consejo Superior 

de la Judicatura 

Cordial saludo, 
 
De manera atenta, envío RECURSO DE REPOSICIÓN CONTRA EL AUTO DE 
ADMISIÓN MEDIO DE CONTROL DE NULIDAD SIMPLE - PEDRO LINO CHICAIZA Y 
OTROS, Oficio OAJ-RO-0746-2020 para que sea radicado. 
 

 

Favor acusar recibo. 

 
 

 

Oficina Asesora Jurídica 

juridica@gestiondelriesgo.gov.co 

T: (+57) 1 5529696 Ext. 300 

D: Calle 26 #92-32, Edificio Gold 4 - piso 2 , Bogotá D.C. 
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El contenido del presente mensaje enviado por correo electrónico, incluyendo los archivos adjuntos, contiene 
información de carácter confidencial y de uso reservado para la Unidad Nacional para la Gestión del Riesgos de 
Desastres – UNGRD, y se establece para uso privilegiado de sus destinatarios. Así mismo, la información de datos 
personales que se hayan recogido a través de este medio serán tratados de conformidad con lo establecido en la 
ley 1581 de 2012 y sus decretos reglamentarios. Si por error, usted ha recibido este mensaje y no es el destinatario, 
por favor, notifíqueselo al remitente y no use, informe, distribuya, imprima, copie o difunda este mensaje por ningún 
medio, en caso contrario podrá ser objeto de sanciones legales conforme a las Leyes o Normativas vigentes. 
 

 
"En la UNGRD somos responsables con el medio ambiente, cumpliendo con nuestra política de 
Cero papel".  
Considera tu responsabilidad antes de imprimir este correo. Si vas a imprimir una hoja 
innecesariamente, piensa en cuántos árboles dejan de existir. 
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